Radicado: 66001 60 00 035 2010 04157 01

Procesados: JEGA y otro

Delitos: Homicidio agravado tentado y otro

Asunto: Confirma sentencia de primera instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TENTATIVA DE HOMICIDIO / SECUESTRO SIMPLE / RESPONSABILIDAD DE LOS PROCESADOS / VALORACIÒN PROBATORIA / ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL.
… los recurrentes no controvierten que los procesados fueron capturados en las circunstancias consignadas en el escrito de acusación, por lo cual su censura se dirige específicamente a discutir si su conducta se puede subsumir en los tipos de homicidio en grado de tentativa agravado en razón de la circunstancia de haberse accionado armas de fuego contra los miembros de la SIJIN que participaron en el operativo que se realizó el 23 de septiembre de 2010…, en concurso con la conducta de secuestro simple, en razón de la inmovilización forzada que fue sometido el señor José Julián Morales Aristizábal, luego de que fuera despojado de su automotor…
Lo anterior teniendo en cuenta que los argumentos de los defensores se centran esencialmente en la falta del dolo frente a estas conductas punibles, para lo cual manifiestan que la retención del señor Morales no se produjo de manera violenta ni bajo amenazas y que los disparos contra los miembros de la Policía Nacional que atendieron el caso, no se hicieron con el propósito de atentar contra la vida o la integridad personal de los agentes, sino con la finalidad de asegurar el hurto del camión y procurar la huida de los asaltantes del lugar de los hechos.

No obstante, el análisis de los testimonios recibidos en el juicio, lleva a esta Colegiatura a considerar que no resulta aceptable la tesis en la que los defensores fundamentan sus recursos, porque la valoración de la prueba practicada en el juicio conduce a hacer consideraciones diversas sobre la existencia de la conducta de secuestro simple y la responsabilidad de los procesados…
… lo que precisamente permite deducir que los acusados llevaron a la víctima hacia una zona rural despoblada, donde lo amarraron y lo mantuvieron bajo su custodia mientras era amenazado con un arma de fuego, quedando claro que el afectado no fue liberado por sus plagiarios de manera voluntaria, sino por la intervención de los agentes de la SIJIN, como se demostró ampliamente en el juicio oral, con lo cual se consumó la conducta de secuestro simple…

El argumento de que el uso de armas por parte de los procesados no tenía el fin de atentar contra la vida o la integridad de la patrulla de la SIJIN, sino que constituyó un elemento de distracción utilizado con el fin de emprender la huida y asegurar el punible de hurto del automotor, carece de sustento si se toma en consideración que desde el momento que señor Morales Aristizábal fue retenido y conducido hasta la zona en la cual fue posteriormente encontrado por el PT Medina, transcurrieron entre 40 minutos y una hora, por lo cual los autores del hecho tuvieron tiempo suficiente para escapar del lugar…
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintitrés (23) de junio de dos mil veinte (2020)
Acta Nro. 469
Hora: 7:15 a.m. 
	Radicación
	66001 60 00 035 2010 04157 01

	Procesado 
	JEGA
LEGV

	Delitos
	Homicidio agravado en modalidad de tentativa y secuestro simple

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado Adjunto de Pereira 

	Asunto 
	Recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia de primera instancia.


1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por los abogados defensores, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado Adjunto de Pereira, mediante la cual condenó a JEGA y a LEGV, por los cargos formulados por los punibles de homicidio agravado en la modalidad de tentativa en concurso con secuestro simple (artículos 27, 103, 104.10 y 168 del C.P.)  

2. ANTECEDENTES

2.1 El supuesto fáctico del escrito de acusación
 es el siguiente: 

“El día 23 de septiembre de 2010, siendo las 9:45 de la mañana aproximadamente se dio a conocer la captura de los señores LEGV y JEGA, en razón a un procedimiento policivo que tuvo su origen por una información que le dieron a la policía, dando cuenta de la presencia de un vehículo camión de placas MQE-743, en el sector del kilómetro 6 de la vía La Romelia el Pollo, cuando hizo presencia la policía vieron el vehículo abandonado, razón por la cual procedieron a incautarlo y volver al lugar de origen del camión, cuando estaban por el sector observaron a dos individuos armados, quienes los atacaron una vez se identificaron como policía y portando gorra de la policía, pero los procesados les dispararon a los agentes y le alcanzó a rozar en la mejilla del lado derecho al señor patrullero GUSTAVO MEDINA RODRÍGUEZ, teniendo los agentes que someter a los agresores, disparando el arma, afectando la humanidad de uno de los agresores de nombre JEGA; quienes tenían sometido y retenido al conductor del camión de nombre JOSÉ JULIÁN MORALES ARISTIZABAL, quien estaba maniatado y custodiado por los dos procesados, a quien dijo llamarse REINALDO se capturó en razón a persecución efectuada por CARLOS ALBERTO ORDOÑEZ ASTAIZA; a los aprehendidos se les incautaron las armas de fuego, para las cuales no portaban la autorización para el porte de las mismas, se legalizó la captura, se efectuó imputación por parte de la Fiscalía URI.”

2.2 El Juzgado Único Penal del Circuito Especializado
 de la ciudad asumió el conocimiento de la presente causa. Se adelantó la formulación de acusación el 4 de mayo de 2011 (folio 13). El 10 de junio de 2011 se celebró la audiencia preparatoria (folios 14 y 15). Por acta del 22 de junio de 2011 el conocimiento de la presente actuación se asignó al Juzgado Penal del Circuito Especializado Adjunto, despacho que dio trámite al juicio oral que se llevó a cabo el 8 de agosto de 2011 (folio 46) y a su término se anunció el sentido del fallo condenatorio. La sentencia fue proferida el 18 de agosto de 2011 (folios 50 a 74). 

2.4 Los defensores apelaron la sentencia condenatoria de primer grado (folios 77 a 92).

3. IDENTIDAD DE LOS ACUSADOS

JEGA, identificado con la cédula de ciudadanía No. … expedida en Bogotá D.C., nació el 23 de enero de 1977 en Aguadas (Caldas), grado de instrucción segundo de primaria, ocupación comerciante 
LEGV, identificado con cédula de ciudadanía No. … de Versalles (Valle), nació en el mismo municipio el 4 de noviembre de 1972, 

4. SOBRE LA DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

45.1 Los fundamentos del fallo de primera instancia se pueden sintetizar así:

· El A quo encontró probados los elementos de la conducta punible de que trata el artículo 9º del C.P. respecto de la actividad que desarrollaron los acusados y dio origen a la investigación, así como la responsabilidad de los procesados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 381 del C.P.P.

· En cuanto a la materialidad de las conductas atribuidas a los encartados tuvo en cuenta los testimonios rendidos por los oficiales Carlos Alberto Ordoñez Astaiza, Willinton Sanabria Rojas, Johann Rafael Hernández Benítez, Mauricio Giraldo Zapata y Gustavo Medina Rodríguez, quienes participaron del procedimiento que dio origen al proceso, y lo manifestado por la víctima José Julián Morales Aristizábal quien de manera detallada dio cuenta de los hechos, con lo cual se determinó la existencia de varios delitos en que incurrieron los acusados.

· Los cargos por las conductas de hurto calificado y tráfico y porte de armas de fuego y municiones fueron aceptados por los procesados de manera libre, consciente, voluntaria y debidamente asesorados por sus abogados, por lo cual se presentó la ruptura de la unidad procesal.

· En este caso el hurto del automotor de propiedad de la víctima conllevó a que los investigados retuvieran de manera innecesaria al señor Morales, quien fue atado con un lazo o alambre y cuyo rostro fue cubierto, para posteriormente ser internado en un cafetal, luego de lo cual los procesados al verse descubiertos por miembros de la Policía Nacional, se enfrentaron a éstos, accionando sus armas de fuego con el claro propósito de repeler la acción de los miembros de la fuerza pública, realizando un acto que cabe bajo los supuestos de dolo eventual frente al tipo de homicidio tentado.
· En lo relacionado con el punible de homicidio agravado en modalidad de tentativa, el juez de primer grado consideró que según la jurisprudencia de la SP de la CSJ sobre el tema, una conducta se puede subsumir en esa norma por razón de peligro en que se coloca a la víctima, incluso si esta resulta ilesa para lo cual hizo referencia a las sentencias CSJ SP del 25 de febrero de 1999, radicado 10647 y 13869 del 18 de octubre de 2001. Igualmente expuso que en un caso similar en que un procesado se enfrentó con arma de fuego con dos agentes de la policía que lo perseguían, la CSJ SP en sentencia proferida dentro del proceso 27004, de fecha 28 de mayo de 2008, M.P Augusto de Ibáñez Guzmán, indicó que la tentativa en el homicidio se consuma con la puesta en peligro del bien jurídico tutelado por la intención de matar, sin que sea necesario que la víctima resulte herida para su perfeccionamiento. En el mismo sentido citó la decisión con radicado 30877 del 23 de septiembre de 2009 de esa Corporación.
· Concluyó que de acuerdo al testimonio del agente Gustavo Medina Rodríguez, cuando este observó a las tres personas que estaban en el cafetal y las alertó con la voz de “alto policía”, el acusado JEGA accionó su arma de fuego contra él desde una distancia muy corta y uno de los proyectiles le rozó su mejilla derecha, por lo que tuvo que reaccionar hiriendo a su agresor, situación que fue corroborada con el testimonio del uniformado Willinton Sanabria Roja. Por su parte el agente Carlos Alberto Ordoñez Astaiza dijo que se había encontrado de frente con LEGV, quien no atendió su señal de alto y desenfundó la pistola que portaba, con la buena fortuna para el uniformado que el proyectil no salió de esa arma, momento en el cual se vio obligado a hacer un disparo disuasivo, por lo cual queda claro que esas acciones tenían como objeto menoscabar la integridad física de los agentes, de allí que se pueda afirmar que con su actuaciones los acusados pusieron en peligro la vida de los uniformados.

· Descartó la teoría de la defensa fundada en que los disparos no tenían una intención homicida sino de evasión o defensa de una agresión, porque las armas fueron accionadas con el propósito de atentar contra la integridad personal de los policías que acudieron a atender una actuación delictiva en situación de flagrancia, mediante actos idóneos e inequívocamente dirigidos a ese fin, configurándose los requisitos de la figura de la tentativa frente al delito de homicidio agravado, bajo la fórmula de dolo eventual que se deducía además de la lesión que sufrió el PT Medina.
· En cuanto al argumento de la defensa sobre la presunta falta de acreditación de la calidad de servidores públicos de los uniformados que fueron atacados, lo que impediría aplicar la causal de agravación para el tipo penal de homicidio, señaló que el principio de libertad probatoria le permite al juez que determinada circunstancia pueda ser verificada a través de otros medios de convicción, como lo son las declaraciones de los policiales en el juicio oral, sin que la defensa hubiera impugnado su credibilidad durante el juicio .
· Frente al tema de que no se conoció la identidad de la fuente no formal que suministró la información que dio origen al operativo policial, lo que no permitió impugnar su credibilidad, consideró que se trataba de un aspecto irrelevante teniendo en cuenta que los datos que entregó a las autoridades fueron confirmados con el operativo en el que se dio captura a los procesados.

· Se demostró la existencia del delito de secuestro simple con el testimonio del señor Morales Aristizábal, quien manifestó que los procesados lo abordaron cuando ingresaba por una carretera destapada en inmediaciones a la vía la Romelia el Pollo, amenazándolo con armas de fuego, siendo despojado de su vehículo y sus pertenencias, para luego llevarlo e internarlo por un cafetal, donde le ataron sus manos y le cubrieron su rostro con un trapo.

· La anterior manifestación fue corroborada por los testimonios de los urbanos que participaron del operativo pues sus dichos concuerdan con las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se desarrollaron los acontecimientos, quienes hicieron referencia a la balacera que se presentó cuando fueron sorprendidos los procesados que estaban custodiando al señor Morales.

· Hizo referencia a la definición normativa del delito de secuestro y citó la sentencia de la CSJ SP No 25316 del 27 de octubre de 2008, M.P. Javier Zapata Ortiz, para concluir que se contaba con prueba proveniente de la declaración de la víctima, según la cual, los acusados lo tomaron por la fuerza, lo condujeron hacia un cafetal, lo amarraron, le cubrieron su cara con un trapo y lo custodiaron, hasta que llegaron los agentes que lo liberaron, circunstancias que evidenciaban la intención de los procesados de coartar su libertad de locomoción, como nexo sicológico del comportamiento punible.

· No existe duda que de conformidad al artículo 301 del CPP, se presentó una situación de flagrancia frente a la comisión de estas dos conductas punibles, sobre lo cual citó CSJ SP del 19 de febrero de 2009, radicado 30598, por lo cual se cumplían los requisitos del artículo 381 del C.P.P, para dictar una sentencia de condena contra los procesados, ya que fuera de esa situación, obraban en su contra los testimonios vertidos por los agentes que intervinieron en el procedimiento y el señalamiento directo que les hizo la propia víctima, con los cuales se desvirtuó la presunción de inocencia de los acusados.

· Al hacer el ejercicio de dosificación punitiva, y al presentarse un concurso de conductas punibles de homicidio agravado tentado y secuestro simple, el A quo consideró que se debía partir del artículo 103 de CP, con el agravante del articulo 104 ibidem, por el cual impuso una pena de 200 meses de prisión, que incrementó en 48 meses por el tipo de secuestro simple, para fijar una sanción definitiva de 248 meses de prisión, multa equivalente a 150 SMLMV, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena principal, sin que se le reconociera ningún subrogado a los procesados, por expresa prohibición legal. 
5. SOBRE LOS RECURSOS PROPUESTOS
5.1 Defensora de LEGV (Recurrente)

Sus argumentos se pueden sintetizar de la siguiente forma:

· La valoración que hizo el A quo respecto de la responsabilidad de los procesados vulnera el artículo 29 de la C.P, toda vez que el análisis del material probatorio no fue coherente con la verdadera materialización de los delitos de homicidio agravado en grado de tentativa en concurso homogéneo con secuestro simple
, pues en su criterio los actos atribuidos a los acusado se debieron subsumir en el tipo de hurto calificado con circunstancia de agravación, en concurso con porte ilegal de arma de fuego, lo que se desprende del análisis de las versiones que rindieron en el juicio los agentes que intervinieron en el operativo, pues todos coinciden en afirmar que acudieron al lugar de los hechos al ser informados del posible hurto de un automotor y no por que se hubiera presentado un secuestro. También considera que el tiempo de retención del señor Morales Aristizábal fue muy corto en el entendido que el vehículo que le hurtaron ni siquiera había abandonado el lugar, lo que permitió que se hubiera recuperado antes de alcanzar el objetivo propuesto

· Los testimonios de los agentes son contradictorios con el bosquejo topográfico que se aportó al juicio, porque en este se plasmó que el arma de fuego incautada a su representado se encontraba a 90 metros del lugar de los hechos y no que este la portaba en el momento de su captura, como lo dijo el uniformado Ordoñez Astaiza, quien no fue claro en su declaración ya que si manifestó que se encontró de frente con su defendido y que este accionó el arma contra él, por lo cual debió hacer un disparo disuasivo, siendo normal que se hubiera incautado esa arma y no que esta apareciera abandonada en el lugar de los hechos. Además de los testimonios del PT Medina y del señor Julián Morales se desprende que su representado no hizo disparos en el momento en que fueron sorprendidos por ese uniformado.
· No se demostró dentro de la actuación procesal que efectivamente su representado conociera los hechos constitutivos de la infracción penal del secuestro y hubiera querido su realización, puesto que la retención del conductor del vehículo solo fue utilizada como medio coercitivo para procurar el hurto del camión, pero nunca se formularon amenazas en su contra, ni se coartó de forma indefinida su libertad de movilización, pues su retención se produjo únicamente como medio coercitivo para lograr obtener el producto del ilícito de hurto. 
· Según los testimonios recibidos en el juicio, cuando su representado fue interceptado por los policías emprendió la huida y la persona retenida nunca fue amenazada, por el contrario, siempre se le dijo que nada le iba a pasar, tal como lo manifestó la propia víctima.

· No estaba probado el elemento de la culpabilidad ya que la FGN no demostró que su representado hubiera dirigido su comportamiento con la intención de cometer un delito de secuestro, pues para la comisión de un hecho delictivo se hace necesario que el sujeto activo del mismo lo realice con el conocimiento y la voluntad de realizar la conducta, sobre lo cual citó la sentencia CSJ SP radicado 13745 del 12 de diciembre de 2002.

· Su defendido no incurrió en la conducta de homicidio en grado de tentativa a pesar de las detonaciones que tuvieron lugar en ese escenario, puesto que su actitud fue la de salir huyendo, cuando vio a los policiales.

· No se acreditaron los elementos de esa conducta punible en el entendido que el dolo es inexistente, en tanto no se probó que el acusado hubiese dirigido su actuación con la intención de matar o lesionar a alguien, luego de cometer el hurto del automotor, ni de cometer el delito de secuestro en perjuicio del señor Morales. 

· Por lo tanto solicitó que se revocara el fallo impugnado y se absolviera a su representado, con base en lo dispuesto en el artículo 7o del C.P.P.

5.2 Defensor de JEGA (Recurrente) 

· La FGN se quedó corta en la labor de demostración de la responsabilidad que le pudiera asistir a su representado porque no logró superar las inconsistencias advertidas en las versiones rendidas por los policiales y por tanto no fueron satisfechos los presupuestos del artículo 381 del C.P.P para dictar una sentencia de condena.

· La información que obtuvieron los agentes y que dio lugar al operativo en que fue capturado su representado, provino de una “fuente humana”, lo cual desnaturaliza la estructura misma del sistema acusatorio, pues más allá de que se brinde información confiable para las autoridades de policía, estos confidentes jamás comparecen ante la justicia para revelar bajo qué circunstancias llegaron a enterarse de situaciones ilícitas, y nunca llegan a ser individualizados y menos aún identificados porque nada se hace por procurar que en aras del pregonado garantismo procesal penal, comparezcan ante los operadores judiciales a dar cuenta de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que obtienen esos datos.

· Los policías acudieron al sitio para atender un caso de hurto y estaban preparados para repeler un posible ataque, por lo tanto fueron estos los que provocaron la confrontación desde el momento en que decidieron salir en persecución del camión, sin verificar las circunstancias por las cuales ese automotor transitaba en ese sitio. 

· No comparte el criterio del juez de primer grado, en el sentido de que se comprobó que su representado le disparó al uniformado Medina, ni que el coprocesado LEGV intentó disparar de frente contra el policía Ordoñez Astaiza, pero su arma no percutió, situación que fue desvirtuada con el dictamen de balística donde se indicó que esa arma estaba en buen estado, lo que da a entender que los agentes ajustaron su versión de los hechos para hacer creer cosas distintas a las que realmente ocurrieron. 
· No resultaba lógico que el agente Medina hubiera resultado ileso en el operativo pese a que manifestó que su defendido le disparó varias veces a una distancia de 2 o 3 metros y que el contrario el señor JEGA hubiera recibido varios disparos en la región lumbar y en su pierna izquierda, todas por detrás, lo que indicaba que cuando este acusado fue sorprendido por los uniformados, emprendió la huida y recibió como respuesta unos disparos y en medio de su fuga también accionó su arma de fuego pero hacia atrás, sin tener tiempo de apuntar, pensando ante todo en asegurar su escape, con la consecuencia de haber sido herido, sin que su intención hubiera sido la de atentar contra la vida de los agentes.

· Los acusados aceptaron cargos por la conducta de hurto calificado agravado, y usaron armas de fuego para cometer ese ilícito, pero nunca existió la intención de atentar contra la vida de los agentes ni de privar de su libertad al conductor del camión. En ese sentido hizo referencia a una negociación que estaba siendo adelantada por parte del ente investigador de los procesados, en la cual estos se allanaban a cargos por los delitos de violencia contra servidor público, en consideración a que ninguno de los uniformados había sufrido daños físicos.
· La víctima del presunto delito de secuestro manifestó que lo tomaron por la fuerza y lo condujeron a un cafetal donde lo tuvieron custodiado, pero sus asaltantes siempre dijeron que no le iba a pasar nada y que solamente necesitaban el vehículo, por lo cual no existe uno de los ingredientes de la conducta punible como lo es la culpabilidad.

· En cuanto a la dosificación punitiva manifestó su inconformidad, ya que en razón del concurso de delitos, el A quo se ubicó casi al extremo del primer cuarto medio, si nos atenemos a que el cuarto mínimo fluctuaba entre 200 y 225 meses de prisión y el punto de referencia tomado por el Juez de Conocimiento le dio para imponer una sanción principal de 248 meses; es decir, casi el límite superior del primer cuarto medio que eran 250 meses, mientras que la motivación hecha para el ejercicio de imposición de pena y en razón de que no se dedujeron circunstancias ni atenuantes ni agravantes, los procesados carecían de antecedentes penales y que sus condiciones familiares, sociales y laborales no permitían hacer más gravosa su situación, hizo que se presentara el contrasentido que se hiciera un incremento de 48 meses de prisión por el delito de concursante de secuestro simple.
· Solicitó que se revocara la sentencia de primer grado. 

5.3 Delegada FGN (No Recurrente) 

(Sinopsis) 

· Inicialmente se refirió al recurso propuesto por el defensor del señor JEGA, respecto de la cual manifestó que la fuente humana es una persona que brinda información a las autoridades y que en nada afecta el acontecer del proceso el hecho de que esta persona no hubiera comparecido al juicio oral, ya que los datos que entregó tenían que ver con el ingreso sospechoso de un vehículo con las características del que fue hurtado a una zona solitaria.

· Los miembros de la Policía Nacional que hicieron presencia en el lugar de los sucesos corroboraron toda la información de tal manera que se logró la incautación del elemento hurtado, de las armas utilizadas en la comisión de las conductas, la liberación del secuestrado y la captura de algunos de los autores en situación de flagrancia, por lo cual no era necesaria la presencia del informante en el juicio.

· Indicó que cuando los agentes de policía hicieron presencia al sitio de los hechos encontraron motivos suficientes para dar captura a los procesados, por lo cual no era admisible alegar una presunta “provocación” de los urbanos hacia los agresores, que no fue probada en el juicio.

· El ataque de JEGA contra el policía Medina fue confirmado por el ofendido y sus aseveraciones fueron corroboradas con el testimonio del agente Sanabria, cuyas manifestaciones no fueron desvirtuadas por la defensa.

· No obra prueba alguna que contraríe la información entregada por el investigador Ordoñez, según la cual el procesado LEGV intentó dispararle a uno de los policías, pero que el cartucho se quedó en la recamara del arma, como se mencionó en el dictamen que se allegó al proceso.

· La defensa de JEGA hizo suposiciones sobre su conducta cuando fue herido, porque fue el ofendido quien manifestó que al momento en que llegó la policía y se identificó, este procesado disparó en repetidas ocasiones contra el agente Medina.

· No era ético mencionar aspectos relacionados con un preacuerdo cuando este no se materializó.

· En cuanto al delito de secuestro adujo que el hecho de que se le hubiera dicho a la víctima que nada le iba a pasar, no desvirtuaba que el señor Morales si fue retenido y ocultado por los procesados, lo que indica que su privación de la libertad si se materializó.

· Respecto del recurso interpuesto por la defensora de LEGV, adujo que en el caso en análisis ya se había presentado el apoderamiento de los bienes de la víctima, por lo cual la violencia usada para retener al señor Morales era innecesaria y esa razón la actuación de los procesados se adecuaba al tipo de secuestro simple, y en consecuencia la decisión del juez de primer grado fue conforme a las pruebas practicadas en el juicio.

· En lo que respecta al bosquejo y el hallazgo del arma incautada al señor LEGV, consideró que la defensa incurrió en una confusión porque los 90 metros que dice el informe se predican del lugar o punto de referencia sobre los lugares donde se presentaron las varías escenas de los hechos y fue allí donde se capturó a este procesado, después de haber intentado percutir su arma de fuego en contra del agente Ordoñez.

· La intención del acusado LEGV se exteriorizó en las conductas de hurto, porte ilegal de arma, secuestro y tentativa de homicidio, como se demostró en juicio y eso explica que al tratar de huir hubiera disparado contra el oficial Ordoñez, por lo cual tenía pleno conocimiento de la ilicitud de su conducta, lo que resulta conforme con los precedentes citados por el juez de primer grado.
· Por lo tanto solicita que se confirme la decisión de primera instancia.

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

7.1 Competencia 

Esta Colegiatura es competente para conocer sobre el recurso propuesto en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2 CONSIDERACIÓN INICIAL

En este caso se había presentado un impedimento por parte del suscrito para conocer del presente proceso, el cual no fue aceptado por los demás integrantes de esta Corporación, por lo cual el asunto fue remitido a la SP de la CSJ, que se pronunció en providencia del 20 de mayo de 2020, radicado 311, donde se consideró infundado el impedimento que manifestó el ponente en su oportunidad, con base en la causal 11 del artículo 56 del CPP. 

En el mismo auto se expuso que: “No está por demás indicar, que en la parte resolutiva del acto mediante el cual se impuso la sanción, se ordenó compulsar copias con destino a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Risaralda, de conformidad con lo establecido en el artículo 13 del Acuerdo No. PSAA11- 8716, el cual dispone que en el caso de las actuaciones u omisiones puedan ser constitutivas de una falta disciplinaria, la respectiva Sala Administrativa, una vez finalizado el trámite administrativo propio de la Vigilancia Judicial, compulsara las copias pertinentes con destino a la autoridad competente…”.
Lo anterior indica que no tengo conocimiento de que hubiera sido denunciado por los procesados ante la Sala Disciplinaria del CSJ, ni que me encuentre vinculado a un proceso disciplinario por parte de ese Cuerpo Colegiado, ya que tal acto procesal se surte es con el auto de apertura de investigación, según el artículo 91 de la Ley 734 de 2000, que dispone que: “La calidad de investigado se adquiere a partir del momento de la apertura de investigación o de la orden de vinculación, según el caso”, la cual debe ser notificada de manera personal al investigado, o en su defecto por edicto según lo dispuesto en el C.D.U, sobre lo cual no tengo noticia, fuera de que al consultar el sistema “Siglo XXI”, aparece una constancia del envío de un oficio radicado el 10 de mayo de 2019 ante la Sala Disciplinaria del CSJ, bajo el numero 11001 010 20020  19007200 M.P. Alejandro Meza Cardales, que se entiende guarda relación con lo decidido en el trámite de la Vigilancia Administrativa que se me adelantó, por lo cual actualmente no me encuentro impedido para presentar el proyecto de fallo a la consideración de los demás integrantes de la Sala.
6.3 Problema jurídico a resolver

En aplicación al principio de limitación de la segunda instancia, esta Corporación debe decidir si les asiste razón a los impugnantes quienes plantean que las pruebas practicadas en el juicio, donde se profirió sentencia condenatoria en contra de los ciudadanos… L.E.H.V. y J.E.G.A., por las conductas de homicidio agravado en grado de tentativa y secuestro simple, no eran suficientes para fundamentar un fallo de carácter condenatorio, Igualmente uno de los recurrentes cuestionó el ejercicio de dosimetría penal que adelantó el A quo.

La disconformidad de la representante de L.E.H.V., tiene que ver sustancialmente con la falta de acreditación de la existencia de las conductas punibles de homicidio en modalidad de tentativa y de secuestro, ya que en su criterio, las detonaciones efectuadas contra los policiales no tenían la intención de atentar contra su vida sino asegurar la huida del lugar donde fueron descubiertos
, en el mismo sentido la retención del señor José Julián Morales Aristizábal, fue muy corta y solo tuvo el propósito de asegurar el hurto del automotor que él conducía, mas no se le hizo ningún tipo de amenaza, por lo cual no se configura el delito de o de secuestro simple. 

Por su parte, el defensor de  J.E.G.A., expuso que no se encontraban satisfechos los requisitos del artículo 381 del C.P.P., en el entendido que se omitió acreditar que su defendido realizó disparos y que L.E.H.V. intentó hacer lo mismo, ya que por el contrario su reacción fue la de intentar huir del sitio cuando fueron sorprendidos. De la misma forma sucedió con lo referente al secuestro del señor Morales Aristizábal puesto que se efectuó un hurto a un vehículo y no existió culpabilidad en la retención del conductor del mismo. Por último, adujo que el incremento punitivo hasta casi el extremo superior del primer cuarto medio no se encontraba acorde con la motivación del juez de primer grado para tasar la pena. 

6.4 En este caso las conductas atribuidas a los procesados se subsumen así:

ARTÍCULO 103. HOMICIDIO. <Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es el siguiente:> El que matare a otro incurrirá en prisión de doscientos ocho (208) meses a cuatrocientos cincuenta (450) meses. 

Con la circunstancia de agravación prevista en el artículo 104-10 del CP ya que las víctimas del conatus de homicidio eran miembros activos de la Policía Nacional y el hecho se presentó en razón de sus funciones.
ARTICULO 104. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN. <Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es el siguiente:> La pena será de cuatrocientos (400) a seiscientos (600) meses de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere:

(…) 

10. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> <Numeral modificado por el artículo 2 de la Ley 1426 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Si se comete en persona que sea o haya sido servidor público, periodista, juez de paz, Defensor de Derechos Humanos, miembro de una organización sindical legalmente reconocida, político o religioso en razón de ello.”

La anterior bajo el dispositivo amplificador del tipo de la tentativa de que trata el artículo 27 del C.P. En concurso con la conducta de secuestro simple:

ARTICULO 168. SECUESTRO SIMPLE. <Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 733 de 2002. Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El nuevo texto con las penas aumentadas es el siguiente:> El que con propósitos distintos a los previstos en el artículo siguiente, arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, incurrirá en prisión de ciento noventa y dos (192) a trescientos sesenta (360) meses y multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

6.5 En lo relativo a las pruebas relacionadas con la responsabilidad de los procesados J.E.G.A. y L.E.H.V. por las conductas de violación de los artículos 103, 104.10, y 168 del CP, se hace el siguiente análisis:

6.5.1 En primer lugar hay que manifestar que en virtud de las estipulaciones celebradas entre la FGN y los defensores, se dan por probados los siguientes hechos:

i) Lo relativo a la plena identidad de los acusados; ii) la documentación correspondiente al automotor NQE- 743; iii) las conclusiones del informe de balística sobre las armas y la munición incautada en el operativo en el que se dio captura a los procesados; y iv) que los incriminados no estaban registrados como poseedores legales de armas de uso civil, conforme la constancia de la dependencia respectiva de las FF. AA.
6.5.2 La FGN presentó como primer testigo al señor José Julián Morales Aristizábal, quien manifestó en lo esencial lo siguiente: i) el 23 de septiembre de 2010, una persona lo contrató para llevar un trasteo de Pereira a Santa Rosa de Cabal, para lo cual le indicaron por dónde debía transitar, y por eso salió a eso a las 8.00 horas a cumplir esa labor en su carro de placas NQE-743, en compañía de ese individuo que no identificó y tomaron la vía La Romelia – “El pollo”, en el sector del Parque Industrial, momento en que le quitaron las llaves del carro; ii) lo entraron por un sector boscoso en una vía rural, de donde salieron los acusados que portaban armas, quienes lo bajaron del carro, lo metieron a un cafetal, le taparon la cabeza y le quitaron sus pertenencias; iii) en ese momento también estaban ahí la persona que lo acompañaba en el vehículo y otro individuo; iv) cuando le quitaron las llaves del vehículo ya no podía mirar para atrás porque no se lo permitían; vi) los acusados que portaban armas de fuego, le taparon la cabeza, lo metieron al cafetal, lo llevaron a una cuadra desde donde dejó el vehículo, le dijeron que no le iba a pasar nada y que necesitaban el carro “para una vuelta” y luego lo ataron; vi) transcurrieron entre cuarenta minutos o una hora cuando se sintió bulla por el sector, mientras permanecía custodiado por esas personas que estaban armadas, escuchó que gritaron “somos la policía”, y sintió unos disparos; vii) en ese momento comenzó a disparar fue el sujeto que estaba a su lado izquierdo que era el acusado JEGA, a quien identificó por su voz y luego se sintieron otras detonaciones; viii) posteriormente llegaron al sitio unos miembros de la SIJIN, quienes pensaron que era uno de los delincuentes, sin embargo, cuando les aviso que era la víctima, lo desamarraron y entre ellos decían que a uno de los policías le acababa de pasar una bala rozando la cara, en ese momento advirtió que se trataba de miembros de ese grupo de Policía Judicial por sus distintivos; ix) supo que otro de los acusados intentó huir y había sido detenido; x) las personas que se encontraban en la sala de audiencias fueron los mismos que lo retuvieron ese día y le quitaron sus pertenencias, pero no podía describir qué hizo cada uno ya que su cabeza estaba cubierta; xi) los elementos que le hurtaron fue su celular su  billetera y un dinero, supo que el móvil lo habían botado y que la cartera se la encontraron a JEGA; y xii) el otro individuo que lo estaba cuidando que era “Reinaldo” (LEHV), salió caminando del lugar .

6.5.3 Por su parte el perito en automotores e investigación de policía judicial Carlos Alberto Ordoñez Astaiza, manifestó: i) para el mes de septiembre de 2010 se encontraba realizando planes de automotores y salió con rumbo al Parque Industrial con su grupo compuesto por Willington Medina Rodríguez, Mauricio Zapata y Robinson Sanabria Rojas; ii) se movilizaron en vehículos y motocicleta con el fin de hacer verificaciones masivas en ese sector porque se estaban reportando casos de hurto; iii) el día de los hechos el SI. Sanabria recibió una llamada donde informaron que en ese paraje habían visto un vehículo ingresando a una zona que no tiene salida, que es boscosa, por lo cual resultaba extraño que hubieran ingresado un vehículo por ese lugar que no tenía salida; iv) al ir a verificar la información en el sector del parque industrial hacia Santa Rosa de Cabal, observaron salir de la zona que es una vía destapada, un vehículo “turbo” que tomó dirección contraria a la que llevaban; v) como les pareció sospechosa la actitud de su conductor, iniciaron su persecución, que duro unos 10 o 15 minutos, pero unos kilómetros más abajo, observaron como el señor de la “turbo” la “arrinconó” contra un barranco del costado de la vía, luego de lo cual se metió al monte y por eso no pudieron darle captura; iii) registraron el vehículo y regresaron al lugar donde lo vieron salir, con el fin de verificar qué había pasado con quien conducía ese automotor y allí encontraron una persona que se encontraba al ingreso de la vía destapada en una moto, en actitud sospechosa quien tenía un celular y estaba consumiendo un cigarrillo de marihuana, por lo cual lo requisaron y entraron a esa vía para verificar que había allá; iv) se quedó en el sitio con su compañero Mauricio Zapata, al tiempo que los oficiales Willington Sanabria Rojas, Gustavo Medina Giraldo, Mauricio Zapata y Robinson Sanabria ingresaron a la parte boscosa en donde había mucha vegetación que no permitía observar desde la vía; v) pasados unos minutos escuchó a los compañeros gritar “alto policía” y empezó a oír disparos, pero como no podía ver, lo único que hizo fue resguardar la vida del ciudadano que habían detenido y estar alerta por si salía alguien por el camino, por ello no sabe quién empezó a disparar, ni en qué sentido; vi) estando ahí alcanzó a ver una persona que salió corriendo del monte con una pistola en la mano, le dijo “alto policía”, pero el sujeto le apuntó con su arma de fuego, por lo cual procedió a hacer un disparo disuasivo y en ese momento ese hombre soltó el arma que llevaba y se tiró al suelo, motivo por el cual procedió a capturarlo; vii) primero escuchó el llamado “quieto policía” y después los disparos; viii) la persona que estaba en la sala de audiencias y vestía de blanco, a quien se refirió como LEHV fue quien accionó el arma contra él, pero por fortuna el cartucho “no le quemó”; ix) cuando la persona que venía huyendo salió del monte con la pistola en la mano, debió actuar de forma prudente, pero también con ánimo de protegerse; y x) el arma que portaba LEHV resultó apta para su uso. 

6.5.4 El testigo Willington Sanabria Rojas, técnico en identificación de automotores y jefe de esa unidad investigativa refirió lo siguiente respecto del procedimiento: i) el 23 de septiembre de 2010 le llegó la información de una persona que no suministro sus datos por motivos de seguridad, sobre el hurto de un vehículo camión turbo de estacas, por el sector de la variante la Romelia – “El Pollo”; ii) por lo tanto se dirigió a ese sector en compañía de unos funcionarios de la unidad; iii) al llegar al sitio vieron un automotor de esas características que salía por un camino destapado, como iban en sentido contrario, ese vehículo les cogió ventaja ya que su conductor apenas se percató de su presencia aceleró y alcanzó a descender del camión más adelante por lo cual no lo pudieron capturar; iv) una vez se aseguró el vehículo regresaron al lugar de los hechos e iniciando el camino ubicaron a un sujeto en una moto consumiendo estupefacientes, esa persona quedó al cuidado de sus compañeros Ordoñez y Zapata, con los agentes Robinson Sanabria, Gustavo Medina y Mauricio Giraldo se internaron en la zona que era boscosa y tenía mucha vegetación; vi) hicieron un barrido por un cafetal y cuando iban descendiendo, escuchó que el PT Medina dijo “alto policía” y luego se inició un cruce de disparos; vii) no vio a su compañero pero lo ubicó porque lo escuchaba mientras lo orientaba; vii) cuando llegó al sitio donde estaba el PT Medina, que fue el que ubico a la víctima y a los procesados, vio al acusado JEGA a quien señaló en medio de su declaración, con un revólver en su mano quien le estaba apuntando a su compañero, por lo cual le dijo que soltara el arma y procedió a darle captura; viii) junto al acusado JEGA que estaba herido y el patrullero había otro ciudadano que inicialmente fue inmovilizado, pero que luego identificaron como la víctima del hurto del camión, a quien tenían atado, y estaba en cuclillas y con un trapo en la cabeza; ix) el PT Medina realizó la captura del señor JEGA porque fue quien inicialmente los ubicó y Carlos Alberto Ordoñez fue el que capturó a LEHV; x) le vio un pequeño “raspón” al PT Medina en el pómulo derecho; xi) supo que hubo un cruce de disparos, pero no vio que JEGA le hubiera ocasionado la herida a Medina, ya que cuando llegó al sitio ese acusado ya estaba lesionado y tendido; xii) supo que el agente Carlos Ordoñez realizó un disparo disuasivo para dar captura a LEHV; y xiii) en el procedimiento el PT Medina disparó cuatro veces con su pistola calibre 9 mm de dotación oficial.

6.5.5 El testigo Johan Rafael Hernández Benítez, adscrito al grupo de criminalística de policía judicial manifestó: i) el 23 de septiembre de 2010 se encontraba en turno en laboratorio móvil de automóviles y fueron informados de un traslado a inspeccionar unos lugares por lo que procedió a verificar unos elementos materiales probatorios que estaban en el sitio y elevó un acta de inspección a lugares y un bosquejo fotográfico; ii) el sector era boscoso con una ruta de acceso carreteable en predios de una finca; iii) se recolectaron cinco evidencias en ese lugar correspondientes a una pistola, una gorra, una chaqueta, un revólver y un cable, que se fijaron fotográficamente; iv) elaboró el bosquejo topográfico y fijó la vía principal sobre el km 6 más 150 mt vía “Romelia al Pollo”, después la entrada a la “Llano Grande finca Llano Grande, zona verde y boscosa, fijó el punto A de la vía principal con referencia a un muro y al centro son 5 con 60 cm y de ese centro hay 90 mt con la evidencia #1 que es una pistola, a la evidencia #2 hay 2mt con 23 cm que es la chaqueta, del centro a la evidencia #3 son 5 mts que es una gorra, a las evidencias #4 y #5, son 14.25 mt la 4 es un revólver y la 5 un cable eléctrico; v) también elaboró un bosquejo del sitio donde fue encontrado el vehículo, en el km 4 más 200 mts vía “Romelia - El Pollo”; vi) reiteró sobre la evidencia #1 que se trataba de una pistola con inscripción al lado izquierdo “Prietto Beretta” con un proveedor y en su parte interna 4 cartuchos, la evidencia #4 era un revólver Smith Wesson con 6 cartuchos percutidos y la evidencia #5 un cable eléctrico; vii) la pistola no fue encontrada a 90 mts del sitio sino desde el punto A que es un muro al costado de la vía que se tomó como referencia; viii) la evidencia #1 correspondía a una pistola con 3 cartuchos en la parte interna en el proveedor y 1 en la recamara percutido; y la evidencia #4 era el arma tipo revólver con 6 cartuchos en la recamara los cuales se encontraban percutidos. 

6.5.6 El SI Mauricio Giraldo Zapata, quien fue miembro del grupo que participó en el operativo manifestó: i) el procedimiento se hizo por el Parque Industrial vía la “Romelia el Pollo”, y estaba relacionado con información que se obtuvo sobre el hurto de un camión; ii) cuando llegaron al sitio observaron una “turbo”, a la cual siguieron, pero al alcanzarlo vieron que el conductor ya había huido; iii) regresaron hasta el sitio desde donde había salido ese vehículo, hasta la mitad de la montaña, empezaron a descender por unos cafetales y en la mitad hicieron un barrido, cuando escucharon que su compañero Medina grito “alto policía” y se escucharon los disparos; iii) al acercarse al sitio donde estaba el PT Medina, observaron que LEHV salió corriendo, a un señor que estaba amarrado quien les contó sobre el hurto del camión y a JEGA quien estaba herido, con un revólver al lado; iv) cuando sonaron los disparos LEHV estaba junto a la víctima y el otro acusado, pero salió corriendo buscando la carretera tratando de huir; v) escuchó varios disparos pero no sabe cuántos; vi) en el operativo resultaron heridos el acusado JEGA y el PT Medina quien tenía “un raspón” en la cara; vi) JEGA tenía un arma de fuego tipo revólver y en la carretera se detuvo a LEHV con un arma tipo pistola, señalando a ambos acusados en medio de su declaración; vii) el intercambio de disparos fue entre el PT Medina y entre los acusados porque se los encontró de frente, pero no presenció ese hecho; y viii) LEHV subió corriendo, le gritaron “alto policía” y se devolvió pero se encontró de frente con sus compañeros que estaban sobre la vía. 

6.5.7 Por su parte el PT Gustavo Medina Rodríguez indicó: i) el día de los hechos participó en el procedimiento porque estaban realizando planes de vehículos en el Parque Industrial y al SI Sanabria Rojas le llegó una información que debían verificar por la vía “El Pollo; ii) al arribar observaron un camión de estacas saliendo de una vía destapada cuyo conductor al verlos arrancó rápido y empezaron la persecución pero metros más adelante dejó abandonado el vehículo y se escapó por un matorral; iii) volvieron al sitio donde salió el camión y encontraron a una persona que estaba consumiendo marihuana; iv) luego ingresaron a la zona boscosa a hacer un “barrido” y pasados unos cuarenta minutos se descolgó por un caminito cuando observó a 3 personas, una de ellas estaba en cuclillas, y a su lado estaban dos sujetos que la intimidaban con arma de fuego; v) en ese momento les dijo “alto policía” y uno de ellos le disparó y el proyectil le pasó por el pómulo derecho; vi) de inmediato se presentó una serie de impactos, donde uno de ellos le hizo 6 disparos a una distancia de 2 metros, tratando de afectar su integridad y él reaccionó haciendo 4 a 5 disparos quedando herido el agresor; vii) en ese momento recibió el apoyo de su compañero Sanabria Rojas, por lo que el procesado soltó el arma y procedieron a capturarlo y liberar a la víctima quien tenía una camisa verde cubriendo su rostro, estaba agachado de cuclillas y amarrado, y era custodiado a cada lado por los dos acusados a quienes señalo en medio de su declaración, quienes portaban un revólver y una pistola; viii) la persona que le disparó fue JEGA quien tenía un revólver calibre 38, mientras que LEHV, quien inicialmente se identificó como “Reinaldo” portaba una pistola; ix) sufrió una lesión que describió como un “quemonazo” en el rostro pero no fue valorado por el INMLCF; y xi) el “barrido” o búsqueda que hicieron en la zona, duro cerca de 40 minutos.

6.6 Durante el juicio la bancada de la defensa renunció a la declaración de los acusados, y no aportó ningún EMP ni EF que permitiera cuestionar el valor probatorio de los testimonios que allegó la FGN así como de las pruebas que con los peritos y declarantes se introdujeron al plenario. 

6.7 Inicialmente hay que manifestar que los recurrentes no controvierten que los procesados fueron capturados en las circunstancias consignadas en el escrito de acusación, por lo cual su censura se dirige específicamente a discutir si su conducta se puede subsumir en los tipos de homicidio en grado de tentativa agravado en razón de la circunstancia de haberse accionado armas de fuego contra los miembros de la SIJIN que participaron en el operativo que se realizó el 23 de septiembre de 2010, concretamente contra el PT Gustavo Medina, quien dijo que cuando llegó al sitio donde tenían retenido al señor José Julián Morales vio a los dos hombres que lo estaban custodiando, quienes portaban armas de fuego, que hubo un intercambio de disparos y que uno ellos que identificó como JEGA accionó el revólver que portaba, contra él, y que un proyectil le pasó rozando el pómulo izquierdo, por cual también disparo su arma hiriendo a ese procesado JEGA, al tiempo que LEHV igualmente accionó una pistola en contra del investigador Ordoñez Astaiza cuando este lo interceptó mientras trataba de huir, sin que el oficial fuera impactado ya que el cartucho se quedó en la recamara de su arma, por lo cual las conductas atribuidas a los acusados se subsumieron en los tipos de homicidio agravado en grado de tentativa, descrito y sancionado por el artículo 104–10 del CP, en concurso con la conducta de secuestro simple, en razón de la inmovilización forzada que fue sometido el señor José Julián Morales Aristizábal, luego de que fuera despojado de su automotor, sobre lo cual obran como pruebas esenciales el testimonio de la víctima respecto de las circunstancias en que le fue sustraído de su vehículo por las personas que se lo hurtaron el 23 de septiembre de 2010 y la manera como fue dejado en custodia en poder de los acusados LEVH y JEGA para procurar que la persona que se llevó el carro pudiera consumar y agotar el ánimo de provecho que animaba a los autores de la sustracción de su camión, lo que implicó que hubiera estado privado de su libertad por un tiempo que oscilo entre 40 minutos y una hora, hasta que llegaron al sitio los miembros de la SIJIN que lo rescataron cuando estaba atado y era vigilado por los procesados quienes portaban armas de fuego en ese momento.
6.8 Lo anterior teniendo en cuenta que los argumentos de los defensores se centran esencialmente en la falta del dolo frente a estas conductas punibles, para lo cual manifiestan que la retención del señor Morales no se produjo de manera violenta ni bajo amenazas y que los disparos contra los miembros de la Policía Nacional que atendieron el caso, no se hicieron con el propósito de atentar contra la vida o la integridad personal de los agentes, sino con la finalidad de asegurar el hurto del camión y procurar la huida de los asaltantes del lugar de los hechos.

6.9 No obstante, el análisis de los testimonios recibidos en el juicio, lleva a esta Colegiatura a considerar que no resulta aceptable la tesis en la que los defensores fundamentan sus recursos, porque la valoración de la prueba practicada en el juicio conduce a hacer consideraciones diversas sobre la existencia de la conducta de secuestro simple y la responsabilidad de los procesados, ya que al momento de los hechos que dieron lugar a la presente investigación la víctima había sido despojada del camión, con lo cual se cumplió el fin de los autores del hurto, pese a lo cual y seguramente con el propósito de que no diera aviso a las autoridades, los procesados JEGA y LEHV actuando de consuno con el sujeto que contrató al señor Morales para el supuesto acarreo y de otro individuo que participó en los hechos, cumplieron su rol dentro del acuerdo criminal, pues luego de que uno de esos individuos se llevó el carro, JEGA y LEHV se encargaron de la custodia del señor Morales para amenazándolo con armas de fuego, lo ataron y le cubrieron su cabeza para luego retenerlo por un lapso que oscilo entre 40 minutos y una hora, con lo que afectaron su derecho a la libre locomoción.
6.9.1 Debe decirse que la información entregada por el propietario del camión sobre la retención de la cual fue víctima, fue corroborada por el PT Gustavo Medina Rodríguez, quien dijo que este ciudadano se encontraba en una zona boscosa, a una distancia promedio de una cuadra desde la vía donde le fue hurtado el automotor que conducía y allí permanecía custodiado por los acusados quienes lo tenían amarrado y con la cabeza cubierta mientras lo custodiaban portando armas de fuego.
6.9.2 En ese sentido hay que manifestar que la víctima José Julián Morales indicó claramente que los acusados JEGA y LEVH fueron las personas que salieron a la carretera lo bajaron de su carro, lo internaron a un cafetal y luego de reducirlo se quedaron custodiándolo, estando retenido entre 40 minutos y una hora, hasta que sintió que llegaron los agentes de policía, y que por su parte el PT Gustavo Medina indicó que una vez fueron avisados del hurto de un camión se dirigieron al lugar indicado, donde observaron el automotor por lo cual emprendieron una persecución en la cual ese vehículo fue abandonado por quien lo conducía y que luego una parte del grupo de miembros de la SIJIN regresó hasta el lugar donde inicialmente vieron salir ese automotor, con el fin de realizar un barrido por la zona que arrojó resultados positivos, porque aproximadamente a los cuarenta minutos, lograron la ubicación del dueño del camión quien estaba siendo vigilado por los procesados, cada uno de los cuales tenía un arma de fuego. 

6.9.3 Además se debe tener en cuenta que desde el momento en que el señor Morales fue despojado de su vehículo y de sus pertenencias hasta el momento en que se produjo su liberación por parte de los miembros de la SIJIN transcurrió un tiempo considerable, que fue estimado por la victima entre 40 minutos y una hora, que pasaron desde que sus bienes fueron colocados por fuera de su esfera de dominio, con lo cual ya se había consumado el ilícito contra el patrimonio económico, pese a lo cual los autores del hecho decidieron repartir su actividad funcional en la labor delictiva ya que mientras que uno de ellos se llevó el camión, los acusados se quedaron custodiando a la víctima durante ese tiempo, situación que no fue controvertida en el juicio por la defensa, por lo cual no puede hablarse en este caso de una retención momentánea o concomitante al hurto, como sucede cuando la víctima es inmovilizada durante el tiempo estrictamente necesario para reducirla y apropiarse de sus bienes.

6.9.4 Al respecto hay que indicar que los testigos Carlos Alberto  Ordoñez Astaiza, Willington Sanabria Rojas, Mauricio Giraldo Zapata y Gustavo Medina Rodríguez, todos ellos miembros del grupo de automotores de la SIJIN, refirieron que cuando ubicaron el camión iniciaron una persecución porque el conductor del mismo emprendió la huida cuando avistó a los policiales, es decir, ya otra persona estaba en poder del automotor, lo cual se soporta además con los bosquejos topográficos a los que se refirió el perito Hernández Benítez en su declaración puesto que el vehículo fue ubicado en la vía “La Romelia -  El Pollo” sobre el kilómetro 4 + 200 mts mientras que los hechos se presentaron  en la misma vía sobre el kilómetro 6 + 150 mts, en la entrada a la finca “Llano Grande”.
6.9.5 A su vez llama especialmente la atención la manifestación que los acusados le hicieron al señor José Julián Morales Aristizábal, según la declaración de este último en juicio, en el sentido que debía estar tranquilo porque no le iba a pasar nada y que solo necesitaban el camión para “hacer una vuelta”, lo que precisamente permite deducir que los acusados llevaron a la víctima hacia una zona rural despoblada, donde lo amarraron y lo mantuvieron bajo su custodia mientras era amenazado con un arma de fuego, quedando claro que el afectado no fue liberado por sus plagiarios de manera voluntaria, sino por la intervención de los agentes de la SIJIN, como se demostró ampliamente en el juicio oral, con lo cual se consumó la conducta de secuestro simple, sobre la cual se hicieron las siguientes consideraciones en CSJ SP del 25 de mayo de 2006, radicado 20.326 

“(…)

“2. Como se observa, en el fallo, integrado por las sentencias de instancia convergentes, se tomó el tiempo de la retención de las víctimas como elemento estructurante del secuestro, pues se constató que realmente las titulares de las cuentas bancarias fueron inmovilizadas contra su voluntad por varias horas, vulnerando ciertamente su bien jurídico de la libertad individual.

Desde el ámbito de protección de las normas que reprimen los atentados contra la libertad individual, se constata sin dificultad que no tienen razón quienes descartan la configuración del delito de secuestro, asegurando que, en todo caso, la inmovilización de la víctima se admite como la violencia necesaria para el ilícito contra la propiedad, violencia que califica el delito de hurto, cualquiera fuere la cantidad de tiempo que la víctima sea retenida contra su voluntad por el sujeto activo, siempre que ese lapso sea indispensable para consumar el hurto.

De admitirse tal postulado, podría llegarse a extremos oprobiosos, que darían al traste con el ámbito protector de las normas penales que salvaguardan la libertad personal. Piénsese, por ejemplo, que la víctima sea retenida contra su voluntad mientras los sujetos activos, que se proponen básicamente hurtar dinero, se dan a la tarea de efectuar complejas transacciones bancarias, no sólo en Colombia, sino también en el exterior, empleando en ello días o inclusive semanas. Así las cosas, negar el atentado contra la libertad individual desde el punto de vista naturalístico sería necio, y también lo seria desde la órbita jurídica, en tanto el derecho penal especial para esos casos fue concebido precisamente para garantizar, desde la prevención, la indemnidad de la garantía constitucional que tienen las personas de desplazarse libremente. Tampoco tiene sentido esperar que la prerrogativa Superior de libre movilidad física quede en suspenso respecto de la protección jurídica por las normas especiales, mientras los sujetos activos de otro delito alcanzan sus propósitos.

El intento de algunos, entre ellos el censor en el primer cargo, por convencer de que, en todos los casos, la retención de la víctima contra su voluntad se subsume en la violencia que califica el delito de hurto, y que intentan sostener invocando la “teoría finalista del delito”, es, por decir lo menos, desfasada, pues lo que la doctrina logró concebir fue en realidad “la teoría final de la acción”, no siendo factible confundir o tomar por lo mismo, sin caer en el sofisma, el delito con la acción, ni la idea de acción final, con la idea de los propósitos perseguidos por el delincuente.

La teoría de la acción final no fue concebida precisamente para solucionar concursos aparentes de tipos, sino, esencialmente, como un cuerpo ideológico moderno que trata de explicar racionalmente, desde la dogmática, el papel que desempeña en la estructura del delito cada uno de sus componentes primordiales según el esquema tripartita, esto es, tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, proponiendo una redefinición de la teoría del delito tomando como punto de partida la acción humana, que es acción final, o acción dirigida hacia una finalidad específica.

“Para esta teoría, la ‘esencia’ de la acción, que determina toda la estructura sistemática, estriba en que, mediante su anticipación mental y la correspondiente selección de medios, el hombre controla el curso causal dirigiéndolo hacia un determinado objetivo, es decir, lo ‘supradetermina de modo final’” 

Es así que, si para conseguir la finalidad propuesta se seleccionan medios que lesionan diversos bienes jurídicamente tutelados, nada obsta para que el concurso de delitos pueda predicarse, dependiendo, claro está, de las particularidades de los casos concretos. Se dice pues, con razón, que la intención del sujeto activo del delito no desdibuja los recorridos típicos que demande su iter criminis. Es sencillo comprender que, si para asaltar un banco se asesina al celador, quien así actúe responderá por homicidio y hurto, aunque su cometido final sea únicamente apoderarse del dinero, pues si los medios seleccionados son a la vez delictivos, el concurso es inminente.

Ahora bien, como el legislador no exige como ingrediente de los tipos penales de secuestro (simple o extorsivo) que la privación de la libertad tenga una duración mínima determinada, es suficiente que se demuestre que la víctima permaneció efectivamente detenida en contra de su voluntad durante un lapso razonable para entender que los implicados le impidieron desplazarse libremente.

Esa razonabilidad permite distinguir el delito de secuestro del ilícito de hurto calificado por la violencia ejercida sobre las personas, en tanto éste comporta un contacto con la víctima que se retiene por el lapso necesario mientras es despojada de sus efectos personales, pero inmediatamente después puede continuar ejerciendo su derecho de locomoción.

Los tiempos posteriores o adicionales al despojo de los bienes que la víctima lleva consigo, en que permanezca retenida por obra de los implicados en el delito, ya configuran el delito de secuestro, puesto que implican de suyo un atentado contra la libertad individual, así esa retención se utilice para asegurar el producto del ilícito inicial o de otro ilícito, o para incrementar el botín a través de otro tipo de gestiones, o para facilitar la fuga, o para seguir cometiendo delitos diferentes, como ocurre en el caso del hurto calificado por la violencia cuando se continúa delinquiendo, utilizando elementos conseguidos con el primer despojo, todo mientras el sujeto pasivo de la delincuencia sigue sin poder moverse a su arbitrio porque la fuerza de los implicados se lo impide.

3. En cualquiera de las hipótesis anteriores, como se dijo, si la víctima es retenida más allá de lo razonable al despojo de sus efectos personales, se configura una atentado contra la libertad individual, que se denomina secuestro.” (Subrayas ex texto).

Del mismo modo, en la sentencia C- 599 del 26 de noviembre de 1997 de la Corte Constitucional se hizo una distinción entre los tipos de secuestro simple y de secuestro extorsivo y se dijo lo siguiente:

“Para la comisión del delito de secuestro, la forma como este suceda es indiferente. En efecto, puede ser mediante amenazas, fraude o violencia; puede consistir en sujetar físicamente a la víctima, con esposas, mordazas, cadenas etc. Lo que importa es el resultado, es decir, que la víctima pierda físicamente la capacidad de moverse de acuerdo con su voluntad. Este punto es importante para distinguir el secuestro de otros delitos contra la autonomía personal…”  
Por lo tanto la Sala considera que en el caso sub examen, se reunían los requisitos para proferir una sentencia de condena en contra de los procesados por la violación del artículo 168 del CP.
6.10 En lo referente a la conducta punible de homicidio con circunstancia de agravación prevista en el artículo 104, numeral 10 del CP, en la modalidad de tentativa sobre la cual también verso la acusación, se hacen las siguientes consideraciones sobre la argumentación de la defensora de LHEV en el sentido de que esa conducta no se materializó porque en el juicio no se probó que su representado hubiera dirigido su acción con el propósito de lesionar o dar muerte a los agentes, al tiempo que el defensor de JEGA sostiene que no era cierta la versión de los miembros de la SIJIN, ya que estos acudieron al sitio del hecho preparados para responder frente a un posible ataque, y por lo tanto fueron los que provocaron la confrontación armada y además no era veraz su versión en el sentido de que LEHV intentó disparar de frente contra el policía Ordoñez Astaiza, pero su arma no percutió, para lo cual considera que los agentes fueron los que llegaron listos para la acción y realizaron un disparo de prevención y segundo porque el arma de fuego incautada que presuntamente no percutió estaba en perfecto estado de funcionamiento, conforme se probó en el juicio. Igualmente estima que de acuerdo con las reglas de la lógica y de la experiencia, cuando JEGA fue sorprendido por los uniformados este emprendió la huida, por lo cual le dispararon y en medio de su intento de fuga accionó su arma de fuego “hacia atrás”, sin tener tiempo de apuntar, ya que trató sobre todo de asegurar su escape, con la consecuencia de haber sido herido, sin que su intención hubiera sido la de atentar contra la vida de los agentes.

6.10.1 Sin embargo la Sala considera que esas manifestaciones no resultan consistentes, toda vez que con los testimonios que la FGN presentó en el juicio se comprobó que los procesados, luego de ser sorprendidos por los agentes de la SIJIN cuando estaban custodiando al señor Morales, utilizaron armas de fuego para atentar contra la vida e integridad personal de los miembros del grupo de Policía Judicial, para repeler el operativo que culminó con la liberación del señor Morales.
6.10.2 El argumento de que el uso de armas por parte de los procesados no tenía el fin de atentar contra la vida o la integridad de la patrulla de la SIJIN, sino que constituyó un elemento de distracción utilizado con el fin de emprender la huida y asegurar el punible de hurto del automotor, carece de sustento si se toma en consideración que desde el momento que señor Morales Aristizábal fue retenido y conducido hasta la zona en la cual fue posteriormente encontrado por el PT Medina, transcurrieron entre 40 minutos y una hora, por lo cual los autores del hecho tuvieron tiempo suficiente para escapar del lugar si esa hubiera sido su finalidad, sumado a que se encontraban en una zona rural de alta vegetación por lo cual fue necesario hacer un barrido del lugar con cuatro policiales para dar con la ubicación de estas personas, máxime si el automotor ya se encontraba fuera de la esfera de custodia de la víctima. 

6.10.3 Se debe tener en cuenta también que los testigos José Julián Morales y el PT Gustavo Medina fueron constantes en manifestar que el ataque armado se inició al escuchar la voz de mando de este último quien los ubicó y se anunció como miembro de la Policía Nacional, lo que ocasionó la reacción del procesado JEGA, quien disparó contra este agente. Lo anterior guarda relación con lo que declaró el agente Willington Sanabria Rojas, quien manifestó que primero escuchó al PT Medina identificarse y que al llegar al sitio donde este se encontraba vio a JEGA con un arma de fuego, con la cual le apuntaba al citado patrullero, por lo cual dirigió su arma contra este acusado para que soltara el revólver que portaba. 

6.10.4 En ese sentido se debe tener en cuenta que la defensa no desvirtuó en el juicio lo manifestado por el PT Gustavo Medina sobre los disparos que le hizo JEGA con un revólver calibre 38, uno de los cuales le rozó su pómulo derecho, ni que en un acto posterior el coacusado LEHV hubiera accionado su pistola contra el investigador Carlos Alberto Ordoñez, con la diferencia de que el disparo no salió porque el cartucho “no le quemo”, porque era defectuoso, como lo dijo ese oficial, lo que resulta conforme con lo mencionado en el informe de balística, lo cual contradice la manifestación de su defensora en el sentido de que a este acusado no le decomisaron ningún arma, ya que no se debe olvidar que el servidor que hizo el bosquejo topográfico se refirió fue al hallazgo de un revólver en un sitio distinto, que bien pudo haber sido dejado allí por la otra persona que intervino en los hechos distinta al que se llevó el camión hurtado, fuera de que el mismo investigador Ordoñez refirió claramente que LEHV portaba una pistola y no un revólver y que en el informe de balística se indicó claramente que una de las armas examinadas era una pistola calibre 7.65, 0491 Prieto Bereta, automática, apta para realizar disparos, con su proveedor en buen estado de funcionamiento, con cuatro cartuchos encamisados del mismo calibre y además se dijo textualmente que: “Uno de los cuatro cartuchos se encuentra percutido, los demás se encuentran en buen estado de conservación, aptos para su uso”, lo que demuestra la veracidad de las manifestaciones del citado oficial en el sentido de que LHVH si accionó su pistola contra él, teniendo la buena fortuna el uniformado de que por defectos del cartucho el proyectil no salió del arma, lo que indica que por un acto ajeno a la voluntad del procesado LEVH, se interrumpió el curso causal del acto dirigido a atentar contra ese miembro de la fuerza pública, con lo cual se reúnen los elementos de la tentativa, contenidos en el artículo 27 del CP.

6.10.5 Sobre el tema se cita lo manifestado en CS SP del 28 de mayo de 2008, radicado 24007, así:

“En efecto, sobre el punto, la Sala ha sido pacífica en señalar: 

“La conducta punible de homicidio bajo el dispositivo amplificador de la tentativa puede presentarse aún en el caso en que la víctima haya resultado ilesa, sin que al efecto tenga trascendencia la naturaleza de las lesiones o la escasa incapacidad médica, pues lo que cuenta es la intención del agente y la acción dirija contra la vida ajena, que es puesta en riesgo, sin que la lesión resultante sea factor definitorio, como así lo tiene decantado la jurisprudencia de la Sala
”.
 

Así, es claro, que la tentativa de homicidio se consuma con la puesta en peligro del bien jurídico tutelado por la intención de matar. No es necesario entonces, que la víctima haya resultado herida para que se perfeccione la comisión.

En ese caso, es evidente que con la acción de disparar hacia los agentes de policía, el procesado generó en éstos y las demás personas presentes en el sector, el riesgo inminente de causarles la muerte o por lo menos el acaecimiento de lesiones personales.  

Encuentra la Sala, que contrario a lo considerado por el censor, la adecuación típica para el delito de homicidio en grado de tentativa está razonablemente justificada, razón por la que no es procedente la nulidad reclamada…”.

6.11 Todo lo anterior permite concluir que en el caso sub examen, se estructuraron varias conductas punibles que concursaron realmente con los ilícitos de hurto calificado agravado y de porte ilegal de armas de uso civil, que aceptaron los procesados, los cuales ocurrieron luego de que se hubiera consumado el hurto del automotor que conducía el señor Morales y que en consecuencia las conductas contra la vida y la integridad personal de los agentes Medina y Ordoñez fueron ejecutados conscientemente por los acusados configurando así los elementos de las conductas punibles de homicidio agravado en grado de tentativa y secuestro simple, lo que no fue controvertido por la bancada de la defensa que no presentó ninguna prueba para desvirtuar las evidencias de la FGN. 
6.12 Finalmente y en atención a los términos del recurso propuesto por el defensor del señor JEGA, se debe decidir si existió algún error al tasar la pena impuesta a los procesados por el concurso de conductas punible de homicidio agravado en grado de tentativa y secuestro simple, sobre lo cual se hace el siguiente análisis:
6.12.1 El artículo 31 del Código Penal dispone lo siguiente: 

“El que con una sola acción u omisión o con varias acciones u omisiones infrinja varias disposiciones de la ley penal o varias veces la misma disposición, quedará sometido a la que establezca la pena más grave según su naturaleza, aumentada hasta en otro tanto, sin que fuere superior a la suma aritmética de las que correspondan a las respectivas conductas punibles debidamente dosificadas cada una de ellas. INC 2. Modificado.L.890/2004, art.1º.En ningún caso, en los eventos de concurso, la pena privativa de la libertad podrá exceder de sesenta (60) años. (…)”

6.12.2 En la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ, se ha manifestado lo siguiente:

 “La norma transcrita, al ser confrontada con el contenido de los artículos 60 y 61 del mismo Estatuto, y con la postura jurisprudencial de la Sala en lo que tiene que ver con la dosificación de la pena de prisión, tanto para delitos individuales, como en los eventos de concurrencia de comportamientos punibles, permite ver que el incremento punitivo previsto para los casos de concurso de comportamientos punibles, sin distinción de su modalidad, es decir, independientemente de las formas de concurso que la ley, la doctrina y la jurisprudencia han distinguido y desarrollado (entre ellas, el concurso homogéneo, heterogéneo, simultáneo y sucesivo) se actualiza después de que se ha fijado la pena correspondiente a cada delito individualmente considerado, y se ha definido cuál de ellos contempla la pena más gravosa.  

Solamente, después de proceder de esa manera, es cuando el sentenciador puede incrementar la pena, según los límites que le fija el aludido artículo 31, y tomar así en consideración todas las modalidades de concurso que se presenten.”

6.12.3 De esa forma corresponde al fallador establecer los límites punitivos y cuartos de movilidad de todas y cada una de las conductas concurrentes en el concurso de delitos, y luego individualizar la sanción en concreto para cada punible. 

6.12.4 En el caso concreto concurrieron dos conductas punibles como son el homicidio agravado tentado y el secuestro simple, para lo cual el A quo adujo que la pena a imponer sería la correspondiente al primer punible por ser el más grave y lo incrementaría por el segundo siguiendo las reglas del concurso de conductas punibles. 

6.12.5 Al hacer el ejercicio de dosimetría de la pena el fallador estableció que como no existían circunstancias de atenuantes ni agravantes de la conducta partiría del cuarto mínimo de movilidad que delimitó entre 200 y 225 meses de prisión para el conatus de homicidio, que incrementó 48 meses de prisión por el delito contra la autonomía individual.
6.12.6 En lo relativo al entendimiento que debe darse a la expresión “hasta otro tanto”, que contiene el artículo 31 del CP, en la jurisprudencia puntual de la SP de la CSJ, se ha manifestado lo siguiente:

“Consecuente con la regulación de dicha normativa, es claro que la dosificación de la sanción penal en el concurso de delitos debe tomar como marco de referencia la pena prevista para la conducta punible más grave, que se podrá incrementar “hasta en otro tanto”, sin que pueda ser superior a la suma aritmética de las penas imponibles para los demás delitos individualmente considerados ni superar el doble de la sanción en concreto de la conducta más grave. 

Sobre el alcance hermenéutico del artículo 31 del Código Penal, resulta oportuno recordar lo que de tiempo atrás la jurisprudencia de la Sala ha precisado al respecto:

“La punibilidad en el concurso de delitos (artículo 26 ídem) parte de la pena para el delito base que no es otro que el más grave desde el punto de vista de la sanción, aspecto éste que no se establece examinando simplemente el factor cuantitativo y cualitativo de los extremos punitivos mínimo y máximo previstos en abstracto en los respectivos tipos penales, sino mediante la individualización concreta de la que ha de aplicarse en cada uno de los delitos en concurso, por el procedimiento referido en los párrafos anteriores. Las penas para las conductas punibles concurrentes se confrontan para optarse por la de mayor intensidad. Es con relación a ésta pena considerada como la más grave, sobre la que opera el incremento ‘hasta en otro tanto’ autorizado por el artículo 26 del Código Penal, con las limitantes que en seguida se señalarán. 

“El ‘otro tanto’ autorizado como pena en el concurso delictual no se calcula con base en el extremo punitivo mayor previsto en el tipo penal aplicado como delito base, ese ‘tanto’ corresponde a la pena individualizada en el caso particular mediante el procedimiento indicado para el delito más grave. Esta es la sanción que se incrementa habida consideración  de las modalidades específicas, gravedad y número de delitos concursantes, sin que pueda exceder el doble, ni resultar superior a la suma aritmética de las que corresponderían si el juzgamiento se realizara separadamente para las distintas infracciones, ni superar los 40 años de prisión de que trata el inciso segundo del artículo 31 de la Ley 599 de 2000.  

(…)

Más recientemente reiteró:

“Según la intelección que por lustros ha merecido en la doctrina de la Corte el artículo 26 del Código Penal, es lo cierto que el incremento de la pena por razón del concurso de conductas punibles no podía ser superior en el ‘otro tanto’ a que alude dicho precepto al doble de la pena calculada para el delito base y en dicha medida ese rubro no debería incrementar la sanción privativa de la libertad más allá”. 

Consecuente con los anteriores delineamientos jurídicos, claro es que en el proceso de dosificación de la pena y frente al concurso de conductas punibles, en acatamiento de las exigencias previstas en el artículo 31 del Código Penal, el juzgador no puede superar el doble de la sanción calculada para el delito más grave, constituido como marco de referencia para la adición de las penas relativas a los ilícitos que concursan con el delito base.”
 
6.12.7 Se observa entonces que el A quo atendió esta regla, ya que los 200 meses de prisión que impuso como pena mínima o base, para el delito de homicidio agravado tentado, los podía incrementar hasta otro tanto, es decir esa misma proporción, según el artículo 31 del CP. No obstante el fallador fijó ese incremento en 48 meses por el concurso de conductas punibles para un total de 248 meses. 

6.12.8 El censor argumentó que era un contrasentido realizar un incremento punitivo que superara el ámbito de movilidad hasta casi el límite máximo del primer cuarto medio (se entiende que se refirió al conatus de homicidio agravado), sin que hubiera hecho una mayor sustentación al respecto. 

6.12.9 Al referirse al tema en estudio, el autor Nelson Saray Botero en su obra “Dosificación Judicial de la Pena”, expone lo siguiente: 

“Por lo general, los jueces una vez fijado el delito con mayor pena, incrementan la mitad que corresponde a los otros delitos en concurso, eso sí, sin pasar de la suma simplemente aritmética ni del “hasta otro tanto”; tal puede ser un criterio de razonabilidad y proporcionalidad (en cita de la sentencia C-916 de 2002 de la Corte Constitucional) expuesto como premisa implícita, ya comentada, y por lo mismo aceptable en el momento de fijar la pena por el concurso de delitos. El canon 31 del Código Penal no es un fundamento real modificador de los límites punitivos legales. ”

Por lo tanto se considera que en este caso la dosificación punitiva que hizo el A quo resultó conforme a lo dispuesto en el artículo 31 del CP.

Sin embargo se modificará el acápite del fallo de primer grado donde se les impuso a los procesados la inhabilitación de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena principal (248 meses), ya que excedió el límite de veinte (20) años, que prescribe el inciso 1º del artículo 51 del CP.

6.13 En atención a las anteriores consideraciones, esta Sala confirmará en su integridad la decisión de primera instancia.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del Juzgado Penal del Circuito Especializado Adjunto de Pereira, en la cual se condenó a los señores JEGA y LEGV como coautores responsables del concurso de delitos de homicidio agravado en modalidad de tentativa y secuestro simple, con la única salvedad de que dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 51 del CP, inciso 1º se modifica la pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas que será reducida a 20 años. 
SEGUNDO: Contra esta decisión procede el recurso de casación. 
TERCERO: DISPONER que en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 4º del Acuerdo PCSJA20-11518 del 16 de marzo de 2020 y en la Circular CSJRIC20-75 expedida por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, no se realizará audiencia de lectura de la presente determinación, y por ende esta decisión se le notificará por la Secretaría de esta Sala vía correo electrónico a las partes e intervinientes.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Folios 1 a 5


� A la fecha Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira. 


� Sents. Cas. feb.25/99, rad. 10.647 y 18 de oct./2001, rad. 13.869. 


� Sentencia del 15 de mayo del 2003, radicado 14.830.


� Corte Suprema de Justicia. Sentencia 25544 del 11 de marzo de 2009. M.P. Jorge Luis Quintero Milanés.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Proceso #25304, sentencia del 16 de abril de 2008, MP. Jorge Luis Quintero Milanés y Julio Enrique Socha Salamanca.


� Ob Cit. Pag. 431.
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